La Plata, 4 de noviembre de 2010.

Y VISTOS:

Estos autos caratulados “Rodríguez, Enrique Antonio y otros c/ Ministerio de Salud s/ Pretensión anulatoria”, causa Nº 3.875, en trámite por ante este Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 2 de La Plata, a mi cargo, de los que:

RESULTA:


I) Que el apoderado del Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires y de los señores Ana Beatríz Goldriz, Enrique A. M. Rodríguez, Silvia Mabel Pascualetto y Haydée Rosa Volzone, todos ellos en su carácter de propietarios y directores técnicos de las farmacias “Goldriz”, “Rodríguez”, “Aizpurua” y “Volzone”, situadas en la localidad de Rauch, solicita la anulación de las resoluciones Nºs. 9540/04 y 7308/04 dictadas por el señor Ministro de Salud de la Provincia de Buenos Aires y del decreto Nº 393/2005.


Manifiesta que las actuaciones administrativas en el marco de las cuales fue dictada la resolución Nº 7308/04, que motivó la presentación del recurso jerárquico en subsidio por esa parte, se originaron con la solicitud impetrada por el Centro de Empleados de Comercio de la Localidad de Rauch, Partido del mismo nombre, con el objeto de obtener la autorización para la instalación y funcionamiento de una farmacia mutual/sindical en la mencionada localidad.


Explica que el Colegio de Profesionales Farmacéuticos, presentó ante la Directora de Políticas del Medicamento del Ministerio de Salud, un escrito planteando su oposición a la habilitación de la farmacia en cuestión en razón de no cumplimentarse los requisitos exigidos por la ley 13.054, en cuanto dispone que para que pueda autorizarse la habilitación de una farmacia, debe haber en la localidad una densidad poblacional superior a 3.000 habitantes por cada farmacia, siendo Rauch una localidad con 12.425 habitantes y contar con cuatro farmacias ya habilitadas y en actividad.


Aclara que posteriormente se presentaron también los profesionales farmacéuticos promotores de la presente demanda.


Manifiesta que con fecha 29 de abril de 2004, la Subsecretaria de Control Sanitario, sobre la base de la información brindada por la Dirección Provincial de Estadísticas y, en coincidencia con los fundamentos que expusiera ese Colegio y los profesionales farmacéuticos, por intermedio de la nota Nº 260/04, rechazó la solicitud de autorización para la instalación y funcionamiento de la farmacia mutual sindical, en atención a no cumplimentarse con lo normado en el artículo 3° de la ley 10.606, t.o. ley 13.054.


Explica que el Centro de Empleados de Comercio de Rauch, planteó recurso de reconsideración contra esa decisión, dictándose finalmente la resolución Nº 7308/04, por intermedio de la cual se autorizó la habilitación de una farmacia sindical propiedad de esa mutual, en el local sito en la calle Aveleyra n° 261 de la Localidad de Rauch, Provincia de Buenos Aires. 


Expone que sus poderdantes interpusieron recurso de revocatoria contra ese acto administrativo, remedio rechazado por el Poder Ejecutivo, mediante decreto Nº 393/05, con sustento en que el Colegio de Farmacéuticos carece de legitimación para interponer los recursos previstos en la ley de procedimiento administrativo. 


Argumenta que el mencionado decreto es nulo, sosteniendo que el Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires se encuentra legitimado para defender los derechos de los colegiados, en los casos que fueran lesionados en el ejercicio de su actividad profesional, conforme lo establece la ley de creación de la entidad Nº 6682. Cita doctrina y jurisprudencia en apoyo de su postura.


En cuanto a la resolución Nº 7308/04, aduce que la misma adolece de una nulidad absoluta y manifiesta por encontrarse viciados sus elementos esenciales, tales como la causa y la motivación, al exhibir como único antecedente o fundamento una afirmación arbitraria y sin respaldo fáctico, en abierta contravención con la norma vigente.


Alega que la modificación introducida por la ley Nº 13.054 a su similar 10.606, tuvo por finalidad, eliminar la posibilidad de que la autoridad de aplicación siguiera habilitando -por vía de excepción- farmacias, sin contemplar los parámetros requeridos para ello. 


Interpreta que el artículo 3° de la citada ley, autoriza la habilitación de una farmacia por cada 3.000 habitantes por localidad, tomando como base los datos arrojados por el último Censo Nacional de Población, sin distinguir respecto de dato alguno referido a quién detenta la propiedad o titularidad de la “farmacia”. Sólo dispone la distribución de las mismas en función de datos objetivos: densidad poblacional y distancia que debe existir entre los inmuebles en donde se ubican.


Afirma que la técnica legislativa es clara, dado que la locución “farmacia” es aplicable a todo el campo de la actividad y que la propiedad de la farmacia de titularidad de una Obras Social, Entidad Mutual o Gremial en nada desvirtúa la plena aplicación del artículo 3° en cuanto a los requisitos de densidad poblacional, por farmacia habilitada y la distancia que debe guardarse entre los inmuebles en los cuales se instalan las mismas.


Sostiene que el artículo 14 del citado ordenamiento, no establece distinción alguna respecto a las farmacias cuya titularidad detente una obra social, entidad mutual o gremial, siendo aplicable plenamente el artículo 3°, en cuanto a los requisitos de densidad demográfica poblacional por farmacia habilitada y la distancia que debe guardarse entre los inmuebles en los cuales se instalan las mismas.


Enfatiza que la resolución Nº 7308/04, es nula de nulidad absoluta, por contener vicios en sus elementos esenciales –causa y motivación-, pues no cumplimenta con los requisitos exigidos por la ley 13.054, en cuanto supedita la habilitación de una farmacia a la verificación, en la respectiva localidad, de una densidad poblacional superior a tres mil (3.000) habitantes por cada farmacia, siendo Rauch una localidad con 12. 425 habitantes y contar con cuatro farmacias, ya habilitadas y en plena actividad.


Concluye que con la sanción de la ley Nº 13.054, el legislador tuvo en mira acotar la potestad discrecional de la autoridad de aplicación en cuanto a la habilitación de nuevas farmacias por vía de la excepción administrativa; además la norma no distingue la calidad de quien detenta la propiedad de una farmacia. 


Finalmente pone de resalto, la absoluta falta de antecedentes probatorios que habiliten al órgano a afirmar que la farmacia a instalar por el Centro de Empleados de Comercio de Rauch, no tiene o tendrá convenio alguno con otra mutual, gremio o sindicato que amplíe el número de sus usuarios, pues entiende que dicha afirmación implica desconocer datos reales, de conocimiento efectivo por parte del Ministerio de Salud, de que dichas farmacias poseen convenios con un sinnúmero de otras asociaciones mutuales, gremiales y sindicales, siendo así su espectro de consumidores mayor que el reducido número de afiliados en nombre de los cuales se solicitara la habilitación.


En virtud de ello, reitera que la resolución Nº 7308/04, se encuentra viciada en sus elementos esenciales, pues traduce una vieja rutina de la autoridad de aplicación de habilitar farmacias por la vía de la excepción administrativa, conculcando de tal modo, los derechos adquiridos de sus representados.


Solicita el dictado de una medida cautelar suspensiva de los efectos de la resolución Nº 7308/04 y, en consecuencia, se suspenda la habilitación y consecuente funcionamiento de la farmacia propiedad del Centro de Empleados de Comercio de la localidad de Rauch, hasta tanto se dicte sentencia en autos.


Ofrece prueba documental, informativa, y hace reserva del caso federal. 


II) Que a fojas 124/127, obra la resolución interlocutoria dictada por este Juzgado, haciendo lugar a la medida cautelar suspensiva de la resolución Nº 7308/04.


Que a fojas 139/156, se presenta el apoderado del Centro de Empleados de Comercio de Rauch e interpone recurso de revocatoria con jerárquico en subsidio contra dicho pronunciamiento. Asimismo plantea recusación sin causa y con causa contra la suscripta, alegando anticipación del criterio sobre el fondo de la cuestión.


Que sustanciado el procedimiento de recusación (fs. 209/210), la Excelentísima Cámara de Apelaciones en lo Contencioso, procedió a  rechazar la recusación planteada (fs. 221).


Que recepcionada nuevamente la causa por ante este Juzgado a mi cargo, se procede a sustanciar el recurso de apelación interpuesto por el Centro de Empleados de Comercio de Rauch (fs. 222). En virtud de ello la Fiscalía de Estado presenta la respectiva memoria (fs. 228/229) y la actora contesta los agravios del recurso de apelación interpuesto por el tercero coadyuvante (fs. 232/253).


Elevadas las actuaciones, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata, hace lugar al recurso de apelación y revoca el pronunciamiento cautelar dictado por la suscripta (fs. 258/259).


III) Que corrido traslado de la demanda (fs. 373), se presenta la apoderada de Fiscalía de Estado, la contesta y solicita su rechazo (fs. 410/423).


Afirma que del simple examen de las actuaciones administrativas, y particularmente de los actos cuestionados, evidencia que no se ha negado lisa y llanamente la legitimación de la entidad profesional para interponer recursos administrativos, tal como pretende la actora, sino que se ha advertido que en el presente caso no se encontraban dados los presupuestos legales para ejercer dicha vía recursiva.


Ello pues, según interpreta la habilitación de la farmacia sindical propiedad del Centro de Empleados de Comercio de Rauch, no lesiona la actividad de los farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires, ni vulnera las disposiciones que rigen tal ejercicio profesional por cuyo cumplimiento debe velar el Colegio Profesional accionante.


Aduce que, teniendo en cuenta los agravios de los que pretenden valerse los actores, lejos de acreditar una cierta concreción del supuesto gravamen a su esfera subjetiva, no se precisa cuáles serían los perjuicios que ha producido la habilitación de la Farmacia Sindical en la localidad y partido de Rauch, ni los que podrían evitarse con el cierre de la misma.


Hace notar que la parte actora fundamenta su legitimación para instar la pretensión en la defensa del libre ejercicio de la profesión de farmacéutico, de conformidad con lo prescripto por el artículo 4° de la ley 6.682, aunque –según afirma- en modo alguno explica en qué forma afectan los actos administrativos controvertidos dicho ejercicio.


Entiende que la habilitación de farmacias sindicales no sólo no perjudica el derecho de trabajar de los farmacéuticos matriculados al Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires, sino que, beneficia claramente el interés público sanitario comprometido en la presente causa, encaminando al fortalecimiento del sistema de solidario de salud. 


Pondera que se debió justificar que, por sobre el genérico interés en el respeto de la juridicidad, el círculo de intereses de los profesionales farmacéuticos ha experimentado o puede experimentar algún menoscabo en sus derechos. Por ello, entiende no acreditado el presupuesto subjetivo de la pretensión en cuestión, solicitando así se lo declare.


En cuanto al fondo de la cuestión controvertida, estima que los actos impugnados se ajustan plenamente al principio de legalidad, pues entiende que la ley 10.606 al reglamentar el ejercicio de la profesión farmacéutica, prevé un régimen específico y diferenciado respecto de las farmacias de propiedad de obras sociales, entidades mutualistas y/o gremiales, contemplado en el artículo 14 inc. e) de la citada norma.


Resalta que es así, en atención a la naturaleza y particularidades que definen a dichas farmacias, las que no participan del carácter comercial propio de las farmacias particulares ni tampoco persiguen fines de lucro. 


Sostiene que el citado precepto contempla un régimen diverso del general, estableciendo restricciones especiales para las farmacias mutuales o sindicales, referidas principalmente a las características propias de las mismas, que se materializan en la obligación de dedicación exclusiva al servicio asistencial de sus asociados y en la prohibición de perseguir fines de lucro en la expedición de medicamentos y demás productos farmacéuticos.


Afirma que respecto de las farmacias propiedad de entidades mutuales –en el caso del Centro de Empleados de Rauch-, no resulta aplicable el artículo 3° de la ley 10.606 en virtud de encontrarse sujetas a un régimen diferenciado con imposición de requisitos propios para su habilitación, los que surgen del artículo 14 inc. e) de la referida norma legal.


Argumenta que la farmacia propiedad del citado Centro de Empleados ha cumplido con las exigencias normativas previstas en el referido inc. e) del artículo 14, y en consecuencia, la autoridad de aplicación ha respetado los requisitos de forma y de fondo, en el dictado de la resolución Nº 7308/04, la que se funda expresamente en la opinión emitida por la Asesoría General de Gobierno.


Efectúa una negativa genérica y particularizada de las circunstancias fácticas alegadas en la demanda. Ofrece como prueba el expediente Nº 2900-65061/04.


Solicita la citación como tercero coadyuvante al Centro de Empleados de Comercio de la Localidad de Rauch, en los términos del artículo 10 del Código Contencioso Administrativo.


Se opone al pedido de imposición de costas, pues afirma que su representada no ha hecho más que ejercer el derecho de la defensa en juicio garantizada constitucionalmente.


Deja planteado el caso constitucional local y federal.


IV) A fojas 426/441, se presenta el apoderado del Centro de Empleados de Comercio de Rauch contesta la demanda y solicita su rechazo con expresa imposición de costas.


Efectúa una negativa general y particular de los hechos expuestos en la demanda.


Manifiesta que el pedido de habilitación de la farmacia sindical se fundamentó en la ley 23.551 de Asociaciones Sindicales y en el artículo 14 inc. e) de la ley 10.606, cumpliéndose todos los requisitos establecidos en tal normativa, tal como surge del expediente Nº 2.900-65061/04.


Explica que ante la petición realizada por ese Centro, la Subsecretaria de Control Sanitario del Ministerio de Salud de la Provincia, denegó el pedido, aplicando erróneamente el artículo 3° de la ley 10.606, en cuanto establece un tope poblacional y de distancia para la habilitación de las farmacias. Afirma que tal extremo no está destinado a las farmacias sindicales, mutuales o de obras sociales, sino al resto de las farmacias. Por ello, interpuso un recurso de revocatoria contra la decisión Nº 260/04 de esa Subsecretaria, el cual fue receptado por el Ministerio de Salud, mediante la resolución Nº 7308/04, habilitándose la farmacia Sindical del Centro de Empleados de Comercio de Rauch.


Sostiene que dicho acto se encuentra ajustado a derecho, pues ha cumplido las normas vigentes para erigirse en un acto administrativo válido, respetando los recaudos de forma y fondo del decreto-ley Nº 7647/70. Niega que carezca de causa y motivación. Aduce que la causa del acto es el artículo 14 inc. e) de la Ley 10.606 y la motivación surge de los dictámenes obrantes en las actuaciones administrativas. 


Niega que la habilitación de la farmacia sindical en Rauch afecte el derecho de los farmacéuticos a trabajar y la igualdad ante la ley, sino que producirá una mejor atención, calidad y precio de los medicamentos.


Subsidariamente, para el caso que se entienda aplicable a las farmacias sindicales, el artículo 3° de la ley 10.606, deja planteada la inconstitucionalidad de éste precepto, aduciendo que los criterios y parámetros para la habilitación de las farmacias –densidad poblacional y distancia mínima entre farmacias- son irrazonables y arbitrarios, pues afecta el derecho de trabajar, la libertad sindical, la protección integral de la familia, el principio de igualdad, el derecho de propiedad y la garantía de defensa. 


Manifiesta que en la actualidad, la cantidad de habitantes del Partido de Rauch, según informes actualizados de la Municipalidad de Rauch y del Ministerio del Interior, supera los 14.400 habitantes, datos a los que suma los nacimientos y defunciones producidas desde el año 2001.


Ofrece prueba documental e informativa. Deja planteado el caso federal.


Hace reserva de reclamar por los daños y perjuicios que según afirma fueron ocasionados por la medida cautelar ordenada en autos y que fuera peticionada por los actores, los que habrían comenzado a devengarse desde el momento mismo del cierre hasta la reapertura de la farmacia sindical.      

V) Que celebrada la audiencia prevista en el artículo 41 del C.C.A. y fijada la prueba procedente (fs. 456/457), sustanciadas las probanzas ofrecidas por las partes; glosados los alegatos presentados por la actora y Fiscalía de Estado (fs. 515/526 y 527/529); llamados autos para sentencia (fs. 530) y adquiriendo firmeza los mismos (fs. 538/546), la causa quedó en estado de emitir pronunciamiento (art. 49, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101); y

CONSIDERANDO:


1°) Que tal como se desprende de las postulaciones y defensas esgrimidas por las partes, la controversia de autos impone resolver dos cuestiones. En primer término procede decidir acerca de la excepción de falta de legitimación activa opuesta por la demandada con relación al Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires y los profesionales titulares de las farmacias habilitadas en la localidad de Rauch. 


Dilucidado tal planteo –y en su caso-, corresponde abordar la cuestión de fondo, cuyo tema decidendum se centra en decidir si los parámetros cuantitativos que deberán observarse para la habilitación de farmacias, establecidos en el artículo 3° de la ley 10.606, texto según ley 13.054, son aplicables a las farmacias sindicales –como sostiene la actora-, o si por el contrario -como aduce tanto la demandada, como el tercero coadyuvante-, las mismas están excepcionadas del cumplimiento de tales parámetros demográficos prescriptos en ese precepto legal.


Para ello, procede liminarmente circunscribir las circunstancias fácticas del caso, para lo cual procede analizar las constancias relevantes obrantes en las actuaciones administrativas, expediente Nº 2900-65061/04, en el cual constan los siguientes datos útiles para la resolución del caso:


a) A fojas 4, se presenta el Secretario General del Centro de Empleados de Comercio de Rauch, solicitando una autorización para el funcionamiento de una Farmacia Sindical en la localidad de Rauch, informando en carácter de declaración jurada que las farmacias más cercanas son las “Farmacia Rodríguez” y “Farmacia Volzone”, todas ellas ubicadas a más de trescientos (300) metros de distancia del domicilio de esa mutual.


b) A fojas 48 y 49, el Presidente del Colegio de Farmacéuticos y los propietarios y directores técnicos de las farmacias “Goldriz”, “Rodríguez”, “Aizpurua” y “Volzone”, formulan oposición a la habilitación de la farmacia solicitada por el Centro de Empleados de Rauch, manifestando que se pretende habilitar una farmacia en una localidad que ya tiene cuatro farmacias y según el último censo de población Rauch cuenta con 12.425 habitantes, recordando que la ley 13.054 establece que para la habilitación de una farmacia la densidad poblacional debe ser superior a 3.000 habitantes por farmacia en la respectiva localidad.


c) A fojas 52, la Dirección Provincial de Estadísticas informa que en virtud de los resultados del censo nacional de población y viviendas del año 2001 que la localidad de Rauch perteneciente al Partido de Rauch, cuenta con 11.481 habitantes.


d) A fojas 54, la Subsecretaria de Control Sanitario del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, mediante Nota Nº 260 de fecha 29 de abril de 2004, notifica al Centro de Empleados de Comercio de Rauch que, atento al informe producido por la Dirección Provincial de Estadísticas, en cuanto al número de habitantes de la localidad de Rauch, como asimismo teniendo en cuenta las farmacias ya habilitadas en la localidad, no se cumplimenta con lo normado por el artículo 3° de la ley 10.606 (t.o., ley 13.054) (el destacada corresponde al texto original). 


e) A fojas 57/58, el Centro de Empleados de Comercio de Rauch interpone recurso de revocatoria y jerárquico en subsidio contra la decisión de la Subsecretaria de Control Sanitario.


f) Requerido el pertinente dictamen de la Asesoría General de Gobierno, este organismo entiende que le asiste razón al recurrente, y que la restricción prescripta en el artículo 3° de la ley 10.606 no resulta de aplicación para las farmacias sindicales, pudiendo en consecuencia autorizarse el funcionamiento de la farmacia propiedad del Centro de Empleados de Comercio, en la medida que cumpla con los demás requisitos exigidos por la norma vigente (v. fs. 69).


g) Que a fojas 74/100, los propietarios y directores técnicos de las farmacias habilitadas en la localidad de Rauch, amplían la oposición a la habilitación de la farmacia solicitada por el Centro de Comercio.


h) Que a fojas 101/102, la Subsecretaría de Contralor Sanitario, en coincidencia con el dictamen de la Asesoría General de Gobierno, considera que debe revocarse la decisión recurrida y autorizar la habilitación de la farmacia denominada Centro de Empleados de Comercio de Rauch.


i) Que atento a ello el Ministerio de Salud dicta la resolución Nº 7308/04, autorizando la habilitación de una farmacia sindical, de propiedad del Centro de Empleados de Comercio de Rauch con fundamento en el artículo 14 inciso e) apartado 3° de la ley 10.606, en cuanto dispone que las farmacias mutuales o sindicales estarán destinadas al servicio y asistencia de los asociados o afiliados de las entidades que se instales (v. fs. 103).


j) Que mediante expediente Nº 2900-72796/04, agregado al principal, el Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires, y los farmacéuticos de la localidad de Rauch interponen recurso de revocatoria con jerárquico en subsidio contra la resolución Nº 7308/04. 


k) A fojas 116 obra la resolución Nº 9540/04, por la cual el señor Ministro de Salud rechaza el recurso de revocatoria interpuesto por el Colegio de Farmacéuticos de la Provincia y los farmacéuticos de la localidad de Rauch, como así también desestima el pedido de suspensión de la resolución impugnada.


l) A fojas 184/186, obra el decreto Nº 393/05, por el cual el Poder Ejecutivo rechaza el recurso jerárquico interpuesto por el Colegio de Farmacéuticos de la Provincia, alegando falta de legitimación de la entidad colegial para interponer los recursos previstos en la ley de procedimiento administrativo.


2°) Que a la luz de tal plataforma fáctica, procede en primer término, abordar el planteo defensivo articulado por la Fiscalía de Estado, alegando que el Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires carece de legitimación para articular la pretensión sub judice. 


En tal sentido, se impone recordar que la Casación Bonaerense ha admitido que ciertas asociaciones se encuentran legitimadas para impugnar decisiones que, si bien no les afectan en forma directa, sí atañen con ese carácter a sus afiliados o miembros, sin perjuicio del examen que en cada caso corresponda efectuar con arreglo a las normas aplicables, en torno a la titularidad del interés o derecho que se invoque como propio (S.C.B.A., causas B. 64.119, “Asociación de Personal Jerárquico y Profesional de la Municipalidad de Morón, Hurlingham e Ituzainó, res. 10-VII-2002; B. 64.648, “Municipalidad de La Plata”, res. 2-X-2002; B. 64.785, “Fiscal de Estado, Cámara Argentina de Agencias de Turf”, res. 30-X-2002; I. 3.505, “Conciencia Ciudadana Campaña O.N.G.”, res. 24-XI-2004; B. 64.474, “Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires”, sent. 19-III-2003; B. 66.095, “Cámara Argentina de Salas de Bingo y Anexos”, sent. 7-III-2007).


Especialmente en la causa B. 64.474, “Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires c/ Pcia. de Buenos Aires”, el cimero tribunal puso de resalto que circunscribir la legitimación procesal a los límites `individuales´, implicaría desconocer, no sólo las normas legales que la confieren  -en el caso, ley 5.177-, sino los alcances constitucionales de la tutela judicial en general y de la garantía del amparo en particular, en cuyo mérito no sólo los derechos e intereses individuales sino también los colectivos reciben protección explícita a través de las mentadas garantías.


Posteriormente, en la causa I. 68.534, resolución del 6-IX-2006, el Tribunal reitera su doctrina legal, señalando que el Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires -como los colegios departamentales-, pueden acceder a la jurisdicción y reclamar en resguardo de sus propios intereses y de los que atañen a los profesionales del derecho, cuando fueren afectados por actos, normas u omisiones lesivos y contrarios a derecho de los órganos estatales, sea por vía de amparo, del proceso administrativo; o bien, si revisten la condición de parte interesada, a través de la acción declarativa de inconstitucionalidad. Aclarando que tal legitimación dista de ser absoluta e ilimitada, pues dependerá de las características de la pretensión, del contenido de las normas que son impugnadas y de la posición que frente a ellas la entidad exhibe. En concreto, el ente colegial debe justificar que, por sobre el genérico interés en el respeto de la juridicidad, el círculo de intereses de los profesionales de la abogacía experimenta o puede padecer algún menoscabo o lesión en sus derechos (S.C.B.A., causa I. 68.534, res. 6-IX-2006, voto doctor Soria).

En tal línea interpretativa, el alto Tribunal tiene sentado que no corresponde concluir apriorísticamente en la falta de legitimación activa de tales entidades, debiendo analizarse dicho extremo con adecuación a las particularidades de cada caso concreto.

En el sub judice, cabe tener en cuenta las disposiciones contenidas en la ley Nº 6682, en cuanto ratifica la creación del Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires.

El artículo 4° establece que el Colegio, que funcionará como persona jurídica de derecho público para el cumplimiento de sus fines, tiene dentro de la jurisdicción de la Provincia, entre otras funciones y atribuciones, la de “representar y defender a los colegiados para asegurarle el libre ejercicio de la profesión, velando por el decoro, mejoramiento y dignificación de la misma” (inc. k).

Asimismo el inciso l) del referido precepto, dispone que el Colegio esta facultado para “tomar conocimiento y actuar en todo juicio, sumario, trámite judicial o administrativo, que pueda afectar el ejercicio profesional de los colegiados o las atribuciones del Colegio”.  

En virtud de tales atribuciones, resulta indubitable que la entidad colegial accionante, se encuentra legitimada para defender los intereses de los profesionales farmacéuticos promotores de la presente demanda.

Por otra parte, la Fiscalía de Estado también plantea la falta de legitimación de los profesionales titulares de las cuatro farmacias radicadas en la localidad de Rauch, alegando que la habilitación de la farmacia del Centro de Empleados de Comercio, no perjudica el derecho de trabajar de los referidos farmacéuticos.


Tal argumento defensivo no es de recibo, toda vez que la carencia de legitimación se configura cuando alguna de las partes no es titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión (C.S.J.N., Fallos: 311:2725; 317:1598; 322:385). 


En el caso, los profesionales farmacéuticos demandantes, promotores de la presente causa, acreditan su condición de titulares de las farmacias habilitadas en la localidad de Rauch y, en tal carácter alegan la concreta afectación de su situación jurídica a la par que aducen la violación de la norma legal que regula el servicio farmacéutico, impugnando de tal modo, el acto de habilitación de la farmacia del Centro de Empleados de Comercio de esa localidad.


Por todo ello, juzgo que los actores se encuentran legitimados para accionar judicialmente, pues alegan un interés propio y concreto tutelado por el ordenamiento jurídico, en los términos del artículo 13 del Código Contencioso Administrativo.       


Tal como lo sostiene calificada doctrina, el citado precepto, al no excluir per se determinadas categorías, pueden reputarse comprendidas diferentes situaciones jurídicas –derechos subjetivos, intereses legítimos, intereses personales y directos-. “Y, lógicamente, en beneficio de la accesibilidad constitucionalmente garantizada (art. 15, Const. Prov.), el ámbito de protección se extenderá, con arreglo a las normas materiales aplicables, a la atención de los conflictos en los que esté comprometida la tutela de intereses colectivos, difusos o de derechos de incidencia colectiva en general” (conf. Soria, Daniel F., Aspectos básicos de las pretensiones en el Código Procesal Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, obra colectiva “El nuevo proceso contencioso administrativo de la Provincia de Buenos Aires”, Editora Platense, 2004, p. 167/168).


Por consiguiente, corresponde desestimar la defensa de falta de legitimación procesal de la parte actora, opuesta por la representación fiscal. 


3°) Despejada tal cuestión liminar, corresponde dar tratamiento a la controversia de fondo, con arreglo al método hermenéutico establecido en el ordenamiento constitucional provincial, que impone interpretar las normas jurídicas comprometidas en el caso, sobre la base –primeramente- del texto expreso de la ley aplicable (art. 171, Const. Prov.).


Tal como lo hemos señalado precedentemente, la contienda sub judice estriba en determinar si el artículo 3° de la ley 10.606 (texto según ley 13.054) resulta aplicable a las entidades gremiales, o si por el contrario, las mismas se encuentran exceptuadas de los parámetros de densidad demográfica prescriptos por la norma legal, tal como finalmente fue interpretado por la autoridad de aplicación, al dictar las resoluciones impugnadas en autos. 


El citado artículo 3° dispone que: “Las farmacias por ser una extensión del sistema de salud, estarán racionalmente distribuidas en el territorio provincial, a fin de asegurar la atención y calidad de su servicio. Se autorizará la habilitación de una farmacia por cada 3.000 habitantes por localidad, tomándose como base los datos arrojados por el último Censo Nacional de Población. En aquellas localidades de menos de 6.000 habitantes se podrá habilitar una segunda farmacia cuando la población exceda los 4.000 habitantes. En todos los casos, deberá existir entre las farmacias una distancia no inferior a los 300 metros, medidas de puerta a puerta por camino peatonal...”.


Como vemos la norma prescribe que las habilitaciones de “farmacias” deben sujetarse a una regla general -básica y previa-, consistente en su distribución racional en el territorio de la Provincia de Buenos Aires. Ello con la explícita finalidad de asegurar la atención y calidad de su servicio, sin que se advierta de su texto, excepción alguna a los parámetros de densidad demográfica o distancia,  en razón de la calidad que ostenta el titular de la farmacia.


Cabe poner de resalto que el citado precepto se enmarca en el Capítulo I, que regula las “Disposiciones Generales”, aplicables a todas las farmacias, sin distinción alguna.


Ergo, el precepto en cuestión resulta aplicable a todas las farmacias, cualquiera sea la persona física o jurídica que solicite su habilitación, sin perjuicio de los recaudos específicos que deberán cumplimentar en cada caso, según sea el carácter de su propietario, conforme lo establece puntualmente el artículo 14 de la ley 10.606.


En consecuencia, el artículo 14 inciso e) de la ley 10.606 (texto según ley 11.328), establece los requisitos específicos que deben cumplir las farmacias cuya propiedad pertenezca a obras sociales, entidades mutualistas y/o gremiales, pero en modo alguno las dispensa del parámetro objetivo de densidad poblacional prescripto por el artículo 3°, a los fines de obtener la habilitación de una farmacia.


Se impone recordar que cuando el texto de la ley es claro y expreso, no cabe prescindir de sus términos, correspondiendo aplicarla estrictamente y en el sentido que resulta de su propio contenido. Al interprete de la ley no puede acordársele el poder de vaciar el contenido mismo del texto legal interpretado, al grado de prescindir de él, por cuanto constituye elemental regla hermenéutica que cuando aquél es claro, corresponde aplicarlo estrictamente y en el sentido que resulta de su propio contenido (S.C.B.A., causas Ac. 78.032, sent. 19-II-2002; L. 77049, sent. 17-VII-2003; entre otras).


Asimismo y para el caso que subsista alguna duda interpretativa, el verdadero sentido y alcance de la ley debe averiguarse mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad del legislador, pues sea cual fuere la naturaleza de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene primordialmente en cuenta la finalidad de aquélla (C.S.J.N., Fallos: 308:1861; in re Wintershal Energía S.A. c/ Estado Nacional”, sent. 4-IX-2008). 

En ese marco hermenéutico y, toda vez que el texto del artículo 3° de la ley 10.606, según ley 13.054, es claro y preciso en cuanto dispone que “...se autorizará la habilitación de una farmacia por cada 3.000 habitantes por localidad, tomándose como base los datos arrojados por el último Censo Nacional de Población...”, no cabe prescindir del mismo, ni corresponde que se realicen interpretaciones extensivas a fin de comprender supuestos de excepción que no han sido incorporados expresa ni implícitamente por el legislador, sino por el contrario, la finalidad de la ley ha sido –precisamente- la de limitar el ejercicio de facultades discrecionales de la administración en materia de autorizaciones de farmacias, acordadas bajo el ropaje de “excepciones”.


Los fundamentos que sustentan la sanción de la ley 13.054, son claros y explícitos, dado que luego de resaltar la finalidad que legitima la regulación de la actividad y en particular la intervención administrativa en el ejercicio de la farmacia y la ordenación de los medicamentos, enfatiza que “…por consiguiente, la ubicación de las farmacias debe estar relacionada con la cantidad de habitantes y la existencia de una distancia mínima entre las mismas, a efectos de lograr una racional distribución del servicio y optimizar su prestación. En tal sentido, la distribución estratégica y racional contribuirá asimismo a fortalecer el rol social de la oficina de farmacia y del farmacéutico”.


Tal finalidad queda corroborada por los debates en la H. Cámara de Senadores, en especial, las manifestaciones vertidas por los Senadores Salemme y Vallarino.


El Senador Salemme remarca que el proyecto de ley, en donde se modifica la actividad farmacéutica, “aparezca un real interés público y social que hace a la correcta relación que existe, dentro de la salud, con los pacientes, ya que decíamos que el medicamento es una de las bases fundamentales para transformar el estado de enfermedad en una situación de salud. Por esta razón debemos realizar esta modificación tomando como actividad complementaria importantísima a la farmacia, dentro del sistema de salud, recogiendo las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud, que aconseja la existencia de un establecimiento cada tres mil habitantes y, por supuesto, teniendo un espacio físico mínimo entre una farmacia y otra. Esto preserva los derechos adquiridos de las farmacias que ya se encontraban instaladas…” (conf. Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires, del día 21 de noviembre de 2002; el destacado me pertenece).


Por su parte, el Senador Vallarino puso de resalto que “…La autoridad de aplicación era el proyecto que vamos a modificar, ya que tenía la facultad de poder plantear la excepción. En este proyecto no existe más esa posibilidad. Creo que esa metodología, que consiste en trasladar la vía de excepcionalidad a la autoridad de aplicación, debe ser desterrada como política legislativa. Por lo tanto quiero enmarcar este hecho significativo en función de una serie de errores, de irregularidades y de cuestiones que han pasado por generar políticas legislativas cuando los márgenes de discrecionalidad son amplios para la autoridad de aplicación. En esto quiero plantear que la autoridad de aplicación debe someterse estrictamente a los establecido en la normativa…la estructura de un Estado eficiente, significa que todos nos sometamos a reglas claras de juego y que todos seamos esclavos de esa normas. Para eso deben ser claras y no tener mecanismo de escape…Por lo tanto, como método parlamentario correcto y en el espíritu de plantear una reforma del Estado que modernice, que aumente la transparencia, que disminuya la discriminación o la discrecionalidad de la autoridad de aplicación” (conf. Diario de Sesiones de la H. Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires, del día 21 de noviembre de 2002; el destacado me pertenece).

Cabe concluir entonces que tanto del texto expreso de la ley 13.054, como de sus fundamentos y de su finalidad explicitada en los debates parlamentarios, no existe excepción alguna a la clara preceptiva que surge del artículo 3° en cuestión.


4°) Quedando sentado que la habilitación de farmacias propiedad de entidades mutuales, obras sociales y/o gremiales están sujetas -como todas las farmacias que se autoricen en la Provincia de Buenos Aires-, a los limites cuantitativos fijados por el legislador en el artículo 3° de la ley n° 13.054, texto según ley 13.054, corresponde dar tratamiento al planteo subsidiario de inconstitucionalidad de dicho precepto, introducido en su responde por el tercero coadyuvante. 

Ello conforme al deber que impone el ordenamiento jurídico a los magistrados de ejercer el control difuso de constitucionalidad de las normas aplicables al caso (arts. 57, Const. Prov.; 3° y 50 inc. 5°, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101).


Esa parte aduce que los criterios y parámetros de densidad poblacional y distancia mínima entre farmacias, establecidos en el referido precepto son irrazonables y arbitrarios, ya que según afirma lesionan el derecho de propiedad, de trabajar, la libertad sindical, la protección integral de la familia, el principio de igualdad y la garantía de defensa. 


En primer término, es oportuno recordar que el artículo 1° de la ley 10.606 establece que la “farmacia es un servicio de utilidad pública para la dispensación de los productos destinados al arte de curar, de cualquier origen y naturaleza, así como la preparación de fórmulas magistrales y oficinales, material aséptico, inyectables, productos cosméticos o cualquier otra forma farmacéutica con destino a ser usadas en seres humanos”.


Surge claro entonces que la farmacia es un servicio de utilidad pública, es decir, se trata de una actividad prestada por particulares, destinada al público en general y reglamentada por el Estado. La prestación del servicio está supeditada a la previa habilitación de la autoridad de aplicación (art. 4°), quien debe controlar su racional distribución en el territorio provincial (art. 3°), el cumplimiento de los requisitos específicos, según sea la propiedad de la farmacia (art. 14) y fiscalizar la actividad (arts. 77, 78, 79 y concs., ley 10.606 y modif.).


Así, tratándose de un servicio de utilidad pública en el que se halla en juego el superior interés de la salud de la comunidad, el legislador reguló la distribución de las farmacias en el territorio provincial, estableciendo parámetros cuantitativos objetivos referidos a densidad demográfica y distancia entre las mismas, a fin de asegurar una efectiva atención y calidad de la prestación del servicio.


El ejercicio de tales atribuciones debe resistir la prueba de la razonabilidad, esto es, la regulación debe ser adecuada para el cumplimiento de la finalidad de la actividad; no puede interferir arbitrariamente con el goce de los derechos personales o de propiedad garantizados por la Constitución. Así de acuerdo a la invariable jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia Nacional, la razonabilidad es la adecuación de una norma al ordenamiento constitucional (C.S.J.N., Fallos: 171:348; 199:483; 200:450; 248:800; entre otros).


Por otra parte, resulta indiscutible la facultad de reglar y aun limitar ciertas actividades por causa de utilidad pública general (C.S.J.N., Fallos: 197:570), no cabe duda que tal atribución se extiende al ejercicio de las actividades y profesiones de los particulares en la medida que la conveniencia general lo requiera, en tanto tales reglamentaciones sean razonables y justas, es decir, sean eficientes con el fin perseguido con las mismas y no resulten tachables de iniquidad; ello se justifica por la necesidad de la defensa y afianzamiento de la moral, la salud y la conveniencia colectivas (C.S.J.N., Fallos: 198:111).


Ahora bien, la entidad gremial coadyuvante, controvierte la razonabilidad aritmética plasmada por el legislador en el artículo 3° de la norma legal en cuestión, alegando dogmáticamente la lesión de derechos y garantías consagrados en el ordenamiento supremo, sin explicitar o concretar los agravios constitucionales que enuncia.


Ante ello, se impone recordar que resulta insuficiente el planteo de inconstitucionalidad que sólo realiza una vaga o genérica mención de los derechos supuestamente violados, desde que resulta indispensable precisar de que modo la norma impugnada habría quebrantado los derechos constitucionales cuya tutela se procura, y en caso de deficiencia argumental, ésta no puede ser suplida por los jueces y, por ende, el planteo debe rechazarse (S.C.B.A., causas I.1270, sent. 18-IV-1989; I. 1.191, sent. 5-III-1991; I. 1.502, sent. 30-III-1993).


 La mayor exigencia en torno a los requisitos que debe observar quien tacha de inconstitucional una norma no es un mero exceso ritual, sino que se sustenta en la inveterada doctrina legal, que tiene sentado que la declaración de inconstitucionalidad de una ley o decreto constituye un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como la ultima ratio del orden jurídico (S.C.B.A., causa L. 45.654, sent. 28-V-1991; I. 1.616, sent. 8-IX-1998; L. 75.708, sent. 23-IV-2003).


No obstante la insuficiencia del planteo constitucional introducido por el tercero coadyuvante, tal como lo sentencié en los autos “Taurizano, María Virginia c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión anulatoria”, causa n° 1.534, pronunciamiento confirmado por la Alzada (CCALP, causa n° 3076, sent. 3-VI-2008), no se advierte que la regulación contenida en el precepto controvertido, luzca irrazonable, ya que reglamenta una actividad –farmacia- comprometida con la salud pública, derecho social reconocido por la Carta Magna provincial.


El artículo 36 del ordenamiento constitucional local, al incluir entre otros derechos sociales, el derecho a la salud, establece que “...el medicamento por su condición de bien social integra el derecho a la salud; la Provincia a los fines de su seguridad, eficacia y disponibilidad asegura, en el ámbito de sus atribuciones, la participación de profesionales competentes en su proceso de producción y comercialización”.

En virtud de ello, el derecho a la salud esta sujeto a las reglamentaciones legislativas y administrativas pertinentes, y al Poder Judicial le compete el control de legalidad y razonabilidad, pero nunca –so pena de grave violación del orden constitucional- la intromisión en las funciones excluyentes de los otros poderes (conf. doctr. C.S.J.N., Fallos: 310:112), pues no incumbe a los jueces en el ejercicio regular de sus atribuciones, sustituirse a los otros poderes del Estado en las funciones que le son propias (Fallos: 270:169), estando, por tanto, vedados a los tribunales el juicio sobre el mero acierto o conveniencia de disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de las facultades propias de ellos (Fallos: 272:99; 277:25), ya que la misión más delicada de la justicia es la de saberse mantener dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes o jurisdicciones (Fallos: 272:231).

Como reiteradamente lo sostiene el Máximo Tribunal Federal, la declaración de inconstitucionalidad de una norma de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, pues se trata de un acto de suma gravedad institucional y debe considerarse como la última ratio del orden jurídico (C.S.J.N., Fallos: 200:180; 247:387; 260:153; 264: 364; 286:76; 288:325; 300:241 y 1087; 301:1062; 302:457; 312:2315, entre otros).  


Así, la atribución de decidir la inconstitucionalidad de preceptos legales sólo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (S.C.B.A., causas I. 1.494, sent. 23-XII-1997; I. 1.496, sent. 23-XII-1997; I. 1.658, sent. 16-II-2000).


De allí que para su procedencia se requiere que el interesado demuestre acabadamente de qué manera la norma cuestionada contraría la Constitución, causándole de ese modo un agravio. Un planteo de esta índole, para ser atendido, debe tener un sólido desarrollo argumental y contar con un no menos sólido fundamento que se apoye en las probanzas de la causa (S.C.B.A., causa I. 2.027, sent. 27-XII-2000).


No basta en consecuencia, con la mera aserción de que la norma impugnada causa agravio constitucional, sino que debe probarse que esto ocurre en el caso concreto (C.S.J.N., Fallos: 256:602; 258:255; 310:211 y sus citas, entre otros).


Tales recaudos no han sido satisfechos en el sub lite.

Por ello, corresponde desestimar el planteo de inconstitucionalidad formulado por el tercero coadyuvante, respecto del artículo 3° de la ley Nº 10.606, texto según ley 13.054


5°) Que a la luz de lo expuesto, la ilegitimidad de la resolución n° 7308/04 luce patente y manifiesta, toda vez que tal como lo acreditan las actuaciones administrativas, a la fecha en la cual el Centro de Empleados de Comercio de Rauch, solicito autorización para habilitar una farmacia, la localidad de Rauch perteneciente al Partido de Rauch, contaba con una población de 11.481 habitantes, según datos del Censo Nacional de Población, Hogares y Vivienda 2001, atento al informe producido por la Dirección Provincial de Estadística  (v. fs. fojas 52, expte. adm. n° 2900-65061/04). 


Asimismo, luce acreditado que en la localidad de Rauch, el servicio de farmacia se prestaba por cuatro farmacias habilitadas por la autoridad de aplicación –“Farmacia Goldriz, “Farmacia Rodríguez”, Farmacia Aizpurua”, “Farmacia Volzone”- propiedad de los farmacéuticos promotores de la presente demanda (v. fs. 49, expte. adm.).


Teniendo en cuenta que la ley establece pristinamente que la autoridad de aplicación deberá habilitar una farmacia por cada 3.000 habitantes por localidad, tomándose como base los datos arrojados por el último Censo Nacional de Población, el mero cálculo numérico, permite colegir que tal recaudo legal no luce cumplimentado para viabilizar la autorización solicitada por la entidad gremial, tal como acertadamente lo interpretó la Subsecretaría de Control Sanitario del Ministerio de Salud, en la nota 260/04, criterio a la postre modificado por la errónea exégesis legal, receptada en la resolución n° 7308/04. 


Ergo, ante las circunstancias fácticas acreditadas y los fundamentos jurídicos expuestos precedentemente, cabe concluir que el acto administrativo en crisis, se encuentra viciado en el elemento causa, ya que se aparta de lo dispuesto por el ordenamiento legal aplicable, contrariando además su finalidad (art. 103, decreto-ley n° 7647/70), introduciendo como fundamento para autorizar la habilitación de la farmacia en cuestión, una excepción que el legislador no ha previsto, dado que el artículo 14 inciso d), apartado 3° de la ley 10.606 (texto según ley 11.328), alude a los recaudos específicos que deberán cumplimentar las farmacias cuya propiedad pertenezca a entidades mutualistas o gremiales, pero en modo alguno las dispensa del parámetro objetivo de la densidad poblacional que prescribe el citado artículo 3°.

 
Como es sabido, la causa constituye uno de los requisitos esenciales del acto administrativo. Tal como se sostiene desde la perspectiva doctrinal, por causa del acto administrativo han de entenderse los antecedentes o circunstancias de hecho o de derecho que en cada caso llevan a dictarlo; tales presupuestos fácticos y jurídicos deben estar presentes al momento de emitir el acto administrativo, y por ende, cuando los hechos y el derecho invocados como antecedentes no existen, ello es causal de nulidad absoluta e insanable del mismo (conf. Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, Abeledo-Perrot, Bs. As., 1975, Tomo II, págs. 295 y 526/527). 


En esa línea de pensamiento, la causa o base legal del acto, son el conjunto de elementos objetivos de hecho o de derecho que dan fundamento al acto (conf. Vedel, Georges, Droit Administratif, 6ta. Ed., Paris, 1976, págs. 600/601). Así la causa es a la vez un elemento de hecho y un elemento legal, es el hecho determinante de la categoría jurídica del acto, y lo que explica entonces que, si hay un hecho materialmente inexacto y que este hecho sea la causa jurídica del acto, hay violación de la ley por causa jurídica inexistente (conf. Hauriou, Maurice, Précis de Droit Administratif et de Droit Public, 12ª, ed., París, 1933, págs., 451/452).  

De modo tal que la causa como elemento esencial del acto administrativo presenta dos facetas, una fáctica –antecedentes de hecho- y otra jurídica –antecedentes de derecho-, que no se presentan en forma autónoma, sino que se encuentran vinculadas. De ahí, que al hablar de causa como elemento determinante de la validez de un acto administrativo, se está haciendo alusión objetivamente a su verdadera razón de ser. La comprobación de la causa consiste en la constatación o apreciación de un hecho, y su subsunción en una norma jurídica. En tanto, los presupuestos fácticos provienen directamente de la norma atributiva de la potestad, la causa resulta siempre un elemento reglado del acto y por lo tanto fiscalizable por los tribunales (conf. doctr. S.C.B.A., causa B. 56.364, “Guardiola”, sent. del 10-V-2000).


En tal contexto, deviene imprescindible recordar que la sujeción de la administración pública al principio de legalidad supone, entre otras cosas, que los actos y disposiciones que de aquéllas emanan se conformen con las normas y principios de jerarquía superior instituidos por órganos representativos de la voluntad general, que constituyen de tal modo la juridicidad de aquel actuar, así como que se correspondan con las reglas atributivas de la potestad para expedirlos (S.C.B.A., causas B. 56.406, “Transporte del Oeste S.A., sent. 16-V-2001; B. 57.761, “Striebeck”, sent. 7-XI-2001), toda vez que en un Estado de Derecho, los órganos públicos, a la vez que imponen la observancia de ciertas reglas, deben someterse a ellas, para asegurar un adecuado equilibrio entre las prerrogativas del poder y los derechos de las personas (S.C.B.A., doctr., causa “Guardiola”, cit.).


6°) A luz de los fundamentos expuesto y de acuerdo al principio de legalidad inmanente al obrar administrativo juzgo que, toda vez que los actos administrativos motivo del sub discussio adolecen de vicios patentes y manifiestos, procede hacer lugar a la pretensión impugnatoria deducida, anulando las resoluciones n° 7308/04 y 9540/04 dictadas por el Ministerio de Salud y el decreto n° 393/05 emitido por el Poder Ejecutivo provincial (arts. 12 inc. 1°, 50 inc. 2° y concs., C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101; 1°, 3° y concs., ley 10.606, texto según ley 13.054).


Ello pues, como lo dejó sentado la Suprema Corte de Justicia en un caso de análoga plataforma fáctica a la de autos, en la cual se controvertía la aplicación del artículo 3° de la ley 10.606, texto según ley 13.054, “es principio recibido en esta materia que las autorizaciones deben sujetarse a la normativa vigente al momento en que se dictan” (S.C.B.A., causa B. 65.796, “Deyherabehere de Schearer”, sent. 3-IX-2008).


7°) Imponer las costas en el orden causado, toda vez que no se configura en el marco del presente proceso, el supuesto de excepción que habilita su imposición a la vencida (art. 51, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101; conf. doctr. S.C.B.A., causas A. 68.835, “Bonanno” y A. 68.418, “Asenjo”, ambas sent. del 15-IV-2009)  

      Por ello, 

FALLO:


 1º) Hacer lugar a pretensión anulatoria deducida por el Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires y los señores Ana Beatríz Goldriz, Enrique A. M. Rodríguez, Silvia Mabel Pascualetto y Haydée Rosa Volzone, todos ellos en su carácter de propietarios y directores técnicos de las farmacias “Goldriz”, “Rodríguez”, “Aizpurua” y “Volzone”, respectivamente, habilitadas en la localidad de Rauch, anulando las resoluciones Nºs. 7308/04 y 9540/04  dictadas por el Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires y el decreto Nº 393/05 emitido por el Poder Ejecutivo provincial, a mérito de los fundamentos expuestos ut supra (12 inc. 1°, 50 inc. 2° y  concs., C.C.A., ley 12.008, según ley 13.101; 1°, 3° y concs., ley 10.606, texto según ley 13.054; 103 y concs., decreto-ley 7647/70).


2º) Imponer las costas en el orden causado (art. 51, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101).


3°) Diferir para su oportunidad, la regulación de los honorarios de los profesionales actuantes (art. 51 del decreto-ley 8904/77).


Regístrese y notifíquese.

      Registro Nº .............

ANA CRISTINA LOGAR





              Juez

  


                 en lo Contencioso Administrativo nº 2




                            Dpto. Judicial La Plata

